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PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Bayardi, Hernán Bonilla, Jorge Caffera, Fitzgerald Cantero 
Piali, Gustavo Cersósimo, Aníbal Pereyra, Ana Lía Piñeyrúa y Daisy Tourné. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La sesión de hoy tiene como único punto del orden del día: “PERSONAL MILITAR. Se faculta al Poder 
Ejecutivo a encomendarle el cumplimiento de funciones transitorias de guardia perimetral y control de acceso 
a cárceles, penitenciarías y centros de recuperación”. 


La Mesa entiende que la discusión en general ya se ha dado. Si están de acuerdo, se leerá cada artículo y la 
señora y los señores legisladores harán los comentarios que estimen pertinentes. 


SEÑOR BAYARDI.- Efectivamente, en la sesión pasada comenzamos el intercambio sobre este 
proyecto y estamos de acuerdo en ampliar la discusión durante el tratamiento de cada artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 1'. 


(Se lee:) 


SEÑOR BAYARDI.- Yo había hecho una aclaración respecto a algo que se discutió. 


El artículo 1” otorga una facultad al Poder Ejecutivo y el artículo 9” brinda la posibilidad de una prórroga por 
una única vez. Lo digo porque se discutió sobre la eventual contradicción que existía. Yo di cuenta de que lo 
habíamos discutido en la bancada de Gobierno conjuntamente con las autoridades del Ministerio del Interior 
y de que, más allá de las observaciones que nos merecía el proyecto original, fuimos acordando determinados 
puntos de encuentro con el Poder Ejecutivo. La voluntad es que las transformaciones que se van a plantear en 
el Presupuesto y en otras leyes especiales para fortalecer el sistema penitenciario, terminar con el 
hacinamiento, categorizar los centros de reclusión y el personal que dentro de la esfera del Ministerio del 
Interior se va a encargar de la custodia perimetral, a futuro permitan estar en condiciones de asumir eso. El 31 
de diciembre de 2012 nos pareció una fecha lógica, en la medida en que el Presupuesto nacional entraría en 
vigencia el 1” de enero próximo. Si bien ya hay cosas en curso, pusimos esa fecha como determinante y 
dimos la posibilidad de una prórroga hasta el 1” de julio de 2013 para no tener que discutir nuevamente el 
tema, pero reafirmamos la voluntad del Poder Ejecutivo de acordar que esto fuera hasta esa fecha y no más. 


SEÑOR PEREYRA.- Más allá de que ya se dio la discusión general y de que coincido con lo dicho por 
el señor Diputado Bayardi, me parece importante dejar una constancia mínima sobre este artículo. En 
realidad, lo que establece el artículo 1” ya está pasando en varios centros de reclusión: funciones 
transitorias de personal militar en guardia perimetral en aquellas cárceles, penitenciarías y centros de 
reclusión del Ministerio del Interior pero, de esta forma, se da peso de ley y se establece con claridad. 
Tal como decía el señor Diputado Bayardi en la sesión anterior de la Comisión, desde el año 1997 
empezamos a incorporar en todas las cárceles guardia perimetral por la vía de la excepción y por más 
de diez años esa realidad se fue manteniendo. El Presupuesto quinquenal destina recursos y 
funcionarios policiales para cubrir esta función; entendemos importante que esto quede por ley. 
Nuestra voluntad es que esto dure hasta la fecha que se establece en este artículo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Con buen criterio, el señor Diputado Bayardi vinculó el artículo 1” con el 
artículo 9” y nosotros queremos adelantar que no vamos a votar este último. Precisamente, queremos 
determinar que es una situación de emergencia, extraordinaria, y que no es función específica de las 
Fuerzas Armadas el control penitenciario; por tanto, se recurre a ellas con carácter de emergencia, en 
carácter extraordinario y se debe fijar un plazo que obligue a encontrar soluciones. Creemos que eso es 
razonable, pero no lo es habilitar bajo ningún concepto una posibilidad de prórroga porque, de esa 
forma, estaríamos desvirtuando conceptos fundamentales que queremos preservar. Buscamos atender 
la emergencia, lo extraordinario y no lo permanente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 1. 


(Se vota) 
——— Seis en siete: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 2". 


(Se lee:) 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- En honor a la brevedad no hice comentarios respecto de los artículos 1* y 2, 
pero ahora me voy a referir a los dos. Si bien no nos parece tan grave la asignación de funciones en la 
guardia perimetral de la cual ya hubo experiencias, no sin algún inconveniente, nos parece 
particularmente serio asignar tareas de control en el ingreso y egreso en las cárceles al personal militar. 


Entendemos que habrá superposición de funciones y roces y que habrá una duplicidad en el mando. En unos 
casos, en el interior de las cárceles, actuará el Ministerio del Interior, y en las áreas perimetral y de acceso y 
egreso, lo hará el Ministerio de Defensa Nacional. Creo que, en realidad, más allá de que deben asumirse 
soluciones de urgencia para evitar situaciones indeseables que se están dando en el ingreso a las cárceles, esto 
va a generar más problemas y no va a operar como una verdadera solución. 


SEÑOR BAYARDI.- En la discusión general ya manifestamos un conjunto de aprensiones que también 
tenemos en relación con las situaciones que se puedan dar. 


Esta es una ley de emergencia que pretende generar una situación de “shock” desde el punto de vista del 
control penitenciario, no solo en la custodia sino también en el acceso, en la medida en que se nos ha 
planteado y hasta hemos visto en los medios de comunicación que en las requisas se encuentra absolutamente 
de todo adentro de los institutos penitenciarios. Es dable pensar que, más allá de lo que eventualmente 
puedan ingresar los familiares, existe la convicción de que esas cosas son ingresadas por parte de quienes 
tienen la función de controlar que no ingresen. Allí se da una lógica de mercado monopólico en la que todo 
tiene su precio, todo se comercializa a cualquier precio, inclusive, la seguridad y la vida dentro del recinto 
penitenciario 


Creemos que tiene que ensamblarse muy bien esta función entre el Ministerio de Defensa Nacional y el 
Ministerio del Interior. 


Si la señora y los señores legisladores leyeron la versión taquigráfica de la discusión en el Senado, les habrá 
quedado claro que, más allá de que exista esta facultad, se está acordando entre el Ministerio de Defensa 
Nacional y el Ministerio del Interior para articular un mecanismo que gradúe esto para hacerlo en forma 
aleatoria sobre las personas que es el área donde puede haber el mayor nivel de roce, no así sobre los objetos 
o los vehículos. Tenemos entendido que se está programando entre ambos Ministerios la articulación de los 
niveles de autoridad que compatibilicen esta función al ingreso de las unidades, así como el tema de los 
mecanismos que se utilizarían en la eventualidad de poder hacerlo extensivo a todos, o en forma aleatoria y 
combinada sobre determinadas circunstancias que se pudieran dar. 


Reitero que no estoy contraviniendo las apreciaciones que la señora Diputada Pineyrúa plantea, que parecen 
de lógica, sino que desde nuestra perspectiva estamos ante una situación en la que hay que inferir un “shock” 
al mecanismo de control para evitar situaciones como las que se han dado en las requisas, en las que se 
encuentra todo tipo de cosas. Creo que se encuentran más cosas ahí si uno quiere encontrarlas o las demanda 
en los comercios cercanos a nuestras casas, en nuestro entorno, acá afuera. La idea es, a través de ese 
“shock”, lograr el objetivo de limitar esta situación de mercado irregular que existe dentro de los institutos 
penitenciarios. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Leí la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión del Senado cuando 
concurrieron los Ministros del Interior y de Defensa Nacional. Presté especial atención a lo que dijo el 
señor Ministro de Defensa Nacional en cuanto a la aleatoriedad y a que en un principio la revisación la 
haría la Policía, y luego el personal militar revisaría a quienes no habían sido ya revisados por la 
Policía. En fin, leí todos los detalles que el Ministro de Defensa Nacional, fundamentalmente, dio con 
respecto a este tema, pero dado como lo estamos redactando, este proyecto de ley es de una amplitud 
tal que el Poder Ejecutivo puede introducir cualquier cosa y dejar de lado estos criterios de 
ponderación que una situación tan delicada como la que estamos manejando merece. 


Creo que si el legislador entiende que tiene que aplicar un criterio más rígido en cuanto a la forma en que 
estas revisaciones deben llevarse adelante, es el propio legislador el que tiene que poner los límites y no 
dejarlo librado a la voluntad del Poder Ejecutivo. De ninguna manera dudo de la buena voluntad de quienes 
representaron al Poder Ejecutivo y opinaron al respecto en la Comisión, pero entiendo que es obligación del 
legislador marcar los límites al Poder Ejecutivo en esta materia y no legislar con este grado de vaguedad con 
respecto a un tema muy delicado que, reitero, genera más problemas que soluciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2”. 


(Se vota) 
——— Seis en siete: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 3". 


(Se lee:) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——- Seis en ocho: AFIRMATIVA. 

En discusión el artículo 4”. 


(Se lee:) 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Creo que este artículo reviste una particular gravedad en función de que hace 
alusión a la zona militar y no la define. Además, no establece claramente cuáles son las facultades que 
el personal militar tendrá dentro de esa zona, particularmente en las áreas de ingreso y egreso, dado 
que en general la consigna que existe hace referencia a la actitud a asumir cuando haya fuga de 
reclusos o estos traspasen el límite de la zona militar. Tenemos que recordar que en la zona de ingreso y 
egreso no debería haber reclusos por lo menos, la lógica así lo indica, sino visitas, personal policial o 
proveedores. 


Me parece particularmente grave que no haya una definición precisa, con nivel legal, de la zona militar, y que 
quede librado a la reglamentación esto lo presumo cuáles son las potestades y facultades que tiene el personal 
militar dentro de esa zona respecto de terceros que no sean reclusos. 


SEÑOR BAYARDI.- Este tema puede tener dos acepciones, la amplia o la restrictiva, haciendo una 
categorización que voy a tratar de desarrollar más adelante. 


En la escena jurisdiccional siempre se ha interpretado que las acciones que pueden realizar los militares 
deben llevarse a cabo solo en el marco de la zona militar. No se hace referencia a las funciones que estamos 
adjudicando, de revisación de personas, sino a las acciones que tenía la guardia perimetral. Tanto es así que 
en determinadas circunstancias estoy hablando del impedimento de fugas hubo que decretar zona militar 
distintas áreas para que los militares pudieran actuar y que el Poder Judicial, frente a situaciones concretas, 
actuara considerando la acción llevada adelante sin hacer caer toda la carga de la prueba sobre quien había 
cumplido una función que en este caso era de custodia ante las evasiones o las fugas. Como esa 
interpretación de dónde pueden actuar los militares no estaba y no está expresada a texto legal, sino a texto 
reglamentario, en realidad, a través de este artículo se extiende a esa zona en lo que tiene que ver con la 
posibilidad de que cumplan funciones en zonas catalogadas como militares. Por eso todo fue decretado zona 
militar; anteriormente estaba decretada solo la perimetral, donde se cumplía la función de evitar las fugas. 


En este artículo ese aspecto está considerado de esa manera. En otros artículos se establece hasta que se 
reglamente de otra forma que la forma de proceder que puede llevar adelante el personal quedará sujeta a la 
resolución que se cita más adelante, en los siguientes artículos, la Resolución N* 119/08, que es la que rige 
para la revisación de las personas. Hasta que no se cambie o se revea, la resolución vigente es la que aplica a 
la revisación de las personas, de las cosas, al ingreso de los abogados, etcétera. De pronto, podríamos 
incorporar esta resolución al acta para que quedara constancia de ella. 


De modo que es efectivamente cierto que está pensado que en estas zonas pueda actuar el personal militar. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Queremos dejar constancia de que, para ser coherentes, luego de poner al 
personal militar a trabajar en esta área, que no es específica, tenemos que darle como lo hace el 
artículo 4” el ámbito natural de actuación, que es la zona militar. Por lo tanto, debe quedar bien claro 
cuál es el régimen jurídico que se le aplica y la forma natural de actuación que tiene. 


Quiere decir que una vez que apoyamos esta participación militar en materia de seguridad, por coherencia, 
tenemos que hacer esta otra delimitación, a efectos de dejar bien claro el régimen jurídico, la responsabilidad 
y las normas de actuación que son propias de los militares. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Convengamos que la omisión es grave, porque el protocolo de revisación de las 
personas no es el mismo en todos los casos. Me parece correcto que mientras no haya una 


reglamentación del Poder Ejecutivo rija la resolución vigente, pero ¿qué pasa si un familiar, por 
determinada razón, adopta una actitud similar a la que se prevé para los reclusos en la reglamentación 
actual y un militar en la zona de ingreso a la cárcel le da la voz de alto y después dispara? A eso me 
estoy refiriendo cuando digo que hay una omisión seria. Me parece que debería ser el legislador el que 
estableciera las condiciones en que deben actuar las Fuerzas Armadas dentro de la zona militar. 
Convengamos que tradicionalmente la zona militar ha sido un lugar en el que las Fuerzas Armadas se 
han sentido cómodas y convengamos que en las zonas de ingreso y egreso hay civiles que van a visitar a 
sus familiares, hay proveedores; en fin, allí no habrá otro tipo de gente. 


SEÑORA BAYARDI.- No quería entrar en la casuística de la zona militar. 


Lo he dicho muchas veces, pero voy a dejar constancia en la versión taquigráfica. Cuando en 1997 pusimos a 
los militares en la guardia perimetral, no se decía: ““¡Festejen, uruguayos! ¡Festejen!”, porque todavía faltaba 
un tiempo, pero se festejaba, inclusive, mi papá y mi mamá, a quienes tenía que hacer entender que 
estuvieran tranquilos y que no nos fuéramos de madre porque no correspondía hacerlo. Y fueron a la guardia 
perimetral. 


(Diálogos) 


———- En este contexto se aplicó a la zona militar lo que vendría a ser la consigna del centinela, que implicaba 
que había que identificarse en una zona militar con la contraseña que determinara el centinela; se supone que 
los que van a entrar a esa zona, son amigos y la conocen. Si las personas no se identificaban o estaban en 
actitud beligerante o de escape, los militares tenían autorización para hacer uso de sus medios materiales para 
impedir la fuga. Como ya he dicho, los militares, salvo en el caso de algún cuerpo muy especializado de 
comando, a la hora de enfrentarse tienen una preparación muy dicotómica: matar o morir. Y es morir o matar 
con lo que tienen en la mano, que en general es un arma calibre 7,62, con la que hay más probabilidades de 
hacer mucho daño. En ese sentido, ante intentos de fuga, en más de una oportunidad se aplicó esto. Fue así 
que en dos ocasiones, cuando reclusos intentaron fugarse, terminaron muertos. En un caso, el militar cumplió 
demasiado “eficientemente” entre comillas su tarea de impedir la fuga y, en otro, el militar trató de evitar la 
fuga disparando a la pierna del recluso, pero el arma utilizada, una 7,62, provocó una fractura ósea que 
terminó seccionando la femoral y provocando la muerte. No teníamos un marco para estos casos, como lo 
comentó el señor Diputado Cersósimo. Cuando fui Ministro de Defensa Nacional sostuve y sigo manteniendo 
esa posición que hay que retirar a los militares de la guardia perimetral, porque si un militar en cumplimiento 
de su función terminara procesado, a mí, en mi posición de Ministro, no me correspondía otra cosa que 
renunciar y encadenarme en la puerta de la Suprema Corte de Justicia porque, como no admito que haya 
sindicatos en las Fuerzas Armadas -lo he dicho muchas veces: sobre mi cadáver habría sindicatos en las 
Fuerzas Armadas si yo tuviera la responsabilidad; esa era mi posición- entiendo que la categoría de zona 
militar es una categoría de acción. 


Bueno, pasemos a referir a lo que plantea la señora Diputada Piñeyrúa. Debemos entender que estamos 
tratando con proveedores, familiares, personal policial y profesionales. 


SEÑOR BAYARDI.- En lo que tiene que ver con los reclusos, el que entra estaría controlado y el que se 
va, salvo que quiera volver a entrar rápidamente, no estaría en condiciones de generar ningún 
problema. De todos modos, en ese caso, las normas de aplicación son las que están contenidas en las 
resoluciones, las que serán aplicadas hasta que haya nueva función y tienen que ver con los regímenes 
de inspecciones y requisas. Aclaro que no necesariamente se va a estar actuando en primera línea con 
un rifle 7,62. No lo tengo registrado, pero pienso que debe haber ocurrido muchas veces que en la 
puerta de ingreso surgiera algún problema con el personal policial, sobre todo a la hora de la requisa, 
si se quería requisar armas; estamos planteando la hipótesis en que pudiera haber violencia de armas 
de fuego. No creo que el personal que esté asignado a este grado de requisa tenga el tipo de armamento 
que se usa para la guardia perimetral 


A veces desconocemos que el personal militar ha hecho otras inspecciones a personas y a bienes de personas, 
como, por ejemplo, durante la lucha contra la aftosa. En esa instancia, cuando se llegaba a los puestos de 
control carreteros, se inspeccionaba todo el vehículo, se hacía bajar a las personas, se las revisaba y, 
eventualmente, si traían animales o por lo menos, huesos o pezuñas, se los requisaba y, sin embargo, no hubo 


ningún tipo de problemas en su momento. Probablemente haya habido gente que se molestara; estoy diciendo 
esto porque, en la naturaleza humana, está aquel que es sometido a revisación y tolera todo y aquel que no 
tolera ni siquiera que le hagan bajar del auto para hacerlo. 


Creo que una cosa es lo que se va a aplicar, llamándose todo “zona militar” en la consigna de centinela para 
evadir las fugas, y otra, las indicaciones que se tengan para llevar adelante esta misión que, supongo, estará 
complementada en lo que tiene que ver con la preocupación que la señora Diputada Piñeyrúa puede tener 
legítimamente con quién procede a la detención del desacatado. Creo que esa situación la deberá llevar 
adelante y estará también en el entorno del acceso personal del Ministerio del Interior. 


Todo lo que tiene que ver con las requisas, las inspecciones y el personal está claramente especificado en las 
normas de la Dirección Nacional de Cárceles que establece qué se puede revisar de cada uno, que son las que 
van a estar contenidas en el artículo 6” y que se van a aplicar en esta área, que es la que está planteando 
mayor preocupación en la discusión de este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4”. 


(Se vota) 

——- Seis en ocho: AFIRMATIVA. 

Se pasa a considerar el artículo 5*. 

(Se lee:) 

——— En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——- Seis en ocho: AFIRMATIVA. 

Se pasa a considerar el artículo 6”. 

(Se lee:) 


——— En discusión. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Simplemente quiero reiterar algún concepto que mencionamos en la 
sesión anterior a modo de consulta, motivo por el cual solicitamos algún informe a la bancada 
oficialista que había tratado este tema con el Gobierno. 


Nuestra reserva es en cuanto a cómo el personal militar llevará adelante estos medios de coacción en su 
forma racional, progresiva y proporcional, según lo que señala este artículo. Entendemos ya se ha dicho en 
esta sesión y también en la anterior cuáles son las dos formas con las que se venía desarrollando esta tarea: en 
primer lugar, la voz de alto y luego, pasar a la acción directa, que sabemos que es el disparo 


Reitero que nuestra reserva tiene que ver con cómo el personal militar va a llevar adelante estas acciones y de 
qué manera será instruido, sobre todo en cuanto al control del acceso y del egreso a los recintos. Nosotros 
estamos de acuerdo con la teoría, que así debe ser, pero la reserva que planteo es qué va a ocurrir en la 
práctica cuando una situación de este tipo se desencadene. 


SEÑOR BAYARDI.- Tengo aquí el texto de la aprobación genérica de la Resolución N* 119/08 que dice 
que se deben aprobar los reglamentos de inspección y requisas penitenciarias de uso de medios de 
coerción en el ámbito penitenciario del régimen de visitas. 


En realidad, acá está claro cuáles son las precisiones a las que debe quedar sujeto. Si uno lee cuáles son los 
mecanismos, en realidad se especifica con mucha claridad. 


En el caso de la fuga perimetral, estaban planteados los mismos requisitos que tenía el centinela en su 
consigna: dar la voz de alto, solicitar la identificación y, de no acatarse la misma, advertir que se usará arma 
de fuego, realizándose dos disparos al aire; si la persona continuara con el intento de fuga, se le trataría de 
realizar el menor daño posible. Pero como ya expresé el menor daño posible con un arma de ese calibre 
siempre es una cuestión aleatoria. 


De todos modos, esto no deja de aplicarse a los efectos de la requisa. Esta fue una exigencia que no estaba en 
el proyecto que había venido en primera instancia y que la bancada estuvo discutiendo. Me refiero a cuáles 
son los mecanismos para llevar adelante estas funciones, que tienen que ver con los elementos de coerción 
que se pueden utilizar, las armas a ser utilizadas y a cómo debe manejarse el operador en este caso. Es decir 
que lo que era aplicable para el personal policial que hacía mucho tiempo que en los penales pesados no 
cumplía función de guardia, ahora queda establecido y quedan más expresamente desarrolladas las formas a 
las que deben quedar sujetos. 


Reitero que esta es una incorporación que quedó planteada, con mucha firmeza y mucha exigencia, al 
proyecto que había llegado a la bancada de Gobierno antes de su ingreso al Parlamento. Creo que fue uno de 
los mecanismos que posibilitó que la bancada se unificara después de la discusión respecto a cómo se llevaba 
adelante la función. No habrá cambios respecto a las normas que ya eran de aplicación en cuanto al perímetro 
y al acceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 

——- Seis en ocho: AFIRMATIVA. 

Se pasa a considerar el artículo 7". 

(Se lee:) 

——— En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——- Seis en ocho: AFIRMATIVA. 

Se pasa a considerar el artículo 8*. 

(Se lee:) 


———- En discusión. 

SEÑOR BAYARDI.- Esto es hasta el 31 de diciembre porque, en realidad, empieza a regir lo que se 
aprobó en el Presupuesto como partidas complementarias para el cumplimiento de esta función. 
Seguramente se necesitaban rubros para ejecutar lo que, eventualmente, se haya pagado en algunas 


extensiones que se hicieron como, por ejemplo, las que se hicieron en el último período en la cárcel de 
Las Rosas. 


Creo que de esta forma se cubre este tema con un manto legal. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——— Seis en ocho: AFIRMATIVA. 
SEÑOR BAYARDI.- Solicitamos que se haga un intermedio de cinco minutos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 

——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 11 y 5) 

——— Se levanta el intermedio. 

(Es la hora 11 y 13) 

——— En discusión el artículo 9. 


(Se lee:) 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Ya habíamos adelantado la semana pasada y hoy lo mencionó el señor 
Diputado Cersósimo al referirse, sobre todo al artículo 1%, y respecto a lo que expresó el señor 
Diputado Bayardi nuestro voto negativo del artículo 9”. Entendemos que no es una buena señal 
presentar un proyecto que se plantea como de emergencia consideramos que es así y es en ese sentido 
que lo acompañamos, es decir, en el sentido de colaborar en un tema tan delicado como el que nos 
ocupa cuando desde ahora, desde el vamos facultamos al Poder Ejecutivo a establecer una prórroga. Se 
nos dirá, como se nos dijo la semana anterior, que se procurará que esa prórroga no sea utilizada, pero 
reitero, entendemos que no es una buena señal. Lo mejor es cerrarlo el 31 de diciembre de 2012 y que 
el Poder Ejecutivo esté obligado, antes de esa fecha, a solucionar esta situación. 


Por estas razones no vamos a acompañar este artículo. 


SEÑOR BAYARDI.- Esta facultad de que el Poder Ejecutivo pueda prorrogarlo es por única vez. 
Compartimos totalmente lo expresado por el señor Diputado Cantero Piali en el sentido de que 
queremos sí o sí que esta facultad que estamos extendiendo no pase del 31 de diciembre de 2012. Pero 
el proyecto original vino “sine die”, sin delimitar los tiempos; estoy hablando del original, del que se 
discutió con la bancada de Gobierno y llegamos a un punto de encuentro que implicó la redacción dada 
al artículo 9” que presentamos. 


SEÑORA TOURNÉ.- En el mismo sentido del señor Diputado, quisiera agregar elementos prácticos, 
porque después las cosas se vuelven imposibles aunque quisiéramos que el vencimiento estuviera el 31 
de diciembre. 


Como el gran tema es el hacinamiento, simplemente les recuerdo que a mediados de mayo de 2009 firmamos 
con el Ministerio de Defensa Nacional la concesión de Punta de Rieles y el acondicionamiento de ese lugar 
estuvo pronto en el día de ayer, cuando se hicieron los primeros traslados. Entonces, a veces en teoría, la 
cuestión es muy fácil, pero en la práctica no es así. Nosotros ya votamos un proyecto de concesión de ciertos 
predios militares, pero la adecuación arquitectónica del lugar que se conceda lleva tiempo; para ilustrar este 
punto les voy a citar el caso de la readecuación de Punta de Rieles que estaba casi vacío, que tenía poca cosa: 
desde mayo de 2009, fecha en que se firmó el convenio, a diciembre de 2010. Entonces, algún tiempito lleva. 
La excepción se debe a eso, aunque no la quisiera votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——— Cinco en ocho: AFIRMATIVA. 

La Mesa propone como miembro informante en mayoría al señor Diputado Bayardi. 

(Se vota) 

——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

La miembro informante en minoría podría ser la señora Diputada Piñeyrúa, ¿no? 

(Apoyados) 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 

Entramos a la consideración del proyecto relativo a penas y medidas alternativas a la reclusión. 


El artículo 6” quedaría redactado de la siguiente manera: “Sustitúyese el artículo 7” de la Ley N* 17.726, de 
26 de diciembre de 2003, por el siguiente: ARTÍCULO 7”. (Revocación de las medidas sustitutivas).- Las 
medidas previstas en el artículo 3% de esta ley, sólo se revocarán en caso de grave violación a los deberes 
impuestos al encausado, o cuando exista peligro fundado de que su permanencia en libertad ambulatoria 
pueda entorpecer la continuación del proceso o la ejecución de la pena a recaer”. Luego, seguiría y es el 
cambio propuesto: “La revocación de la medida será decretada en forma fundada por el Juez de la causa. De 
su decisión habrá recurso, sin efecto suspensivo, ante el Tribunal de Apelaciones, el que deberá resolverlo en 
un plazo de diez días hábiles”. 


SEÑOR BAYARDI.- Estoy de acuerdo con la modificación, pero habría una única observación. El 
reparo estaba fundamentalmente en que había quienes decían que era obvio que la medida prevista 
por el artículo 3” se revocaría en caso de grave violación de los deberes impuestos al encausado o del 
peligro fundado de que la permanencia ambulatoria entorpeciera la continuidad del proceso o la 
ejecución de la pena. Estas eran las dos separaciones; es decir que se impuso una medida alternativa al 
encausado y no la cumplió, por lo que vuelve con prisión preventiva o la sensación de que puede estar 
entorpeciendo el trámite. La voluntad en aquel momento era que el Juez pudiera ejecutar esto 
rápidamente y había cierto grado de acuerdo. La observación que había era que el procesado con una 
medida alternativa quedara sujeto a un albedrío “non sancto”. Creo que de esta manera lo que se está 
haciendo es dar garantías, al Juez, para que pueda operar para no entorpecer la continuación del 
proceso y evitar una fuga, y un plazo acotado al Tribunal para que, si no correspondieran los 
fundamentos del Juez, pudiera revertir la situación al procesado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, sin efecto suspensivo. Es decir que apela, pero la medida está 
vigente. 


Creo que es una medida elemental; inclusive, está en el pacto de San José de Costa Rica que siempre tiene 
que haber doble instancia, sobre todo en todos temas que refieren a la libertad. Todo lo que signifique 
constreñir la libertad de un individuo tiene que tener posibilidad de apelación. 


SEÑOR BAYARDI.- ¿Podría reiterar la lectura del texto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dice así: “La revocación de la medida será decretada en forma fundada por 
el Juez de la causa. De su decisión habrá recurso, sin efecto suspensivo, ante el Tribunal de 
Apelaciones, el que deberá resolverlo en un plazo de diez días hábiles”. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Lo que se planteó es que la redacción que venía en el proyecto hablaba de que 
la revocación de la medida, es decir, del régimen de que estaba gozando el encausado, se tramitaba por 
vía incidental. En consecuencia, la apelación tenía efecto suspensivo. Se hicieron observaciones en el 
sentido de que esto podría ser muy limitante de las facultades del Juez para advertir que en estas 
situaciones de peligro fundado o de violación de los deberes impuestos al encausado podría ser 
demorada la decisión por el trámite incidental. Pero tenemos que reconocer que, indudablemente, la 


redacción que venía en el proyecto era más garantista del encausado, ya que se le modifica el régimen y 
se le priva de la libertad ambulatoria. 


Por lo tanto, voy a votar afirmativamente con alguna reserva que, luego de estudiar esto más profundamente, 
plantearé en el plenario. Voy a profundizar en el tema porque el encausado está siendo objeto de un trámite 
procesal penal que requiere determinadas garantías para ser juzgado adecuadamente de acuerdo con la 
legislación vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a fundamentar esto. 


Creo que el problema más grave no es el incumplimiento. Sin duda, si hay incumplimiento demostrado, la 
medida no puede funcionar, pero el problema más grave se da cuando el individuo y esto sucede cada vez 
más en las organizaciones delictivas del Uruguay porque las cárceles hoy son multinacionales, están llenas de 
personas de nacionalidades que ni conocemos y eso es muy malo porque significa crimen muy organizado 
que traspasa las fronteras va a presionar a testigos, a destruir documentación, a desenterrar cosas o tantos 
hechos que a uno le parece que ocurren en las películas, pero que tienen base en la realidad. Por eso la 
medida no puede ser suspensiva. De otro modo, el individuo está actuando de tal manera que está eliminando 
factores fundamentales del proceso y de la prueba, y después no hay remedio. En realidad, el criterio es que 
un Juez tiene que tomar su resolución en forma fundada, es decir, tiene que señalar expresamente cuál es la 
causa por la cual a cierta persona se le va a eliminar la medida. Ya eso es una garantía, pero tengamos en 
cuenta que además puede apelar, y la apelación se resuelve rápidamente; en diez días hábiles, prácticamente 
dos semanas, está resuelta. 


Entiendo lo que dice el señor Diputado Cersósimo. Siempre he sido abogado defensor no tengo mentalidad 
de Fiscal ni de Juez, pero me parece que este caso específico amerita tener en cuenta la cualidad de las 
personas que eventualmente puedan verse beneficiadas o privilegiadas por este instituto. 


SEÑOR BAYARDI.- Correspondería remitirnos a la consideración que quedó pendiente del texto del 
artículo 2” del proyecto presentado que sustituye el artículo 3”, literal G). 


Con respecto a este punto entiendo que faltaría afinar lo relativo a la retribución por las tareas asignadas en el 
marco de la obligación de prestar servicios comunitarios. En realidad, como ustedes ven, el literal G) 
propuesto sustituye el literal F) del artículo 3* de la Ley N* 17.726. En el literal F) del artículo 3” original, de 
la Ley N* 17.726, luego de lo establecido con respecto a las medidas sustitutivas a la prisión preventiva, que 
significaba la realización de servicios comunitarios, había un inciso que fue eliminado y que decía lo 
siguiente: “La Suprema Corte de Justicia establecerá los criterios generales que deberán cumplir las 
instituciones a que refiere este literal, a efectos de determinar las remuneraciones que se pagarán por el 
trabajo cumplido por los procesados y que se depositarán en el fondo a que refiere el artículo 16 de esta ley, 
las que se reservarán y reintegrarán al procesado si se revocase el auto de procesamiento o recayese sentencia 
absolutoria (...)”. 


Como ustedes recordarán, en ocasión de la comparecencia de las autoridades de la Corte, creo que en el mes 
de junio, se hizo una observación que refería a que el trabajo debía ser remunerado. Habíamos estado 
intercambiando al respecto y entendíamos por lo menos yo entendía que el trabajo debía ser remunerado en la 
hipótesis de la absolución o de la revocación del auto de procesamiento, y no así si era procesado. Ese inciso 
se eliminó; entonces la idea era discutir si lo manteníamos eliminado o si optábamos por su reintegro tal 
como estaba contenido en el literal F), a fin de no entrar en la discusión de una nueva redacción de lo que 
expresaba dicho literal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer alguna precisión más. 


En primer lugar, quiero dejar claro que la posición expresada acá por el Presidente de la Corte y por el doctor 
Eguren no es la posición de la Corte, sino su posición personal. La Corte, por lo menos unánimemente, no 
considera que cuando se aplica una medida alternativa y se destina una tarea comunitaria haya que 
remunerarla, en el sentido de que pueda convertirse en trabajo esclavo. Se trata de una imposición, de una 
restricción a la libertad del sujeto. El individuo puede optar; si no quiere hacer el trabajo comunitario que se 
le asignó, puede ir a prisión. Y nadie puede decir que no está en libertad de hacerlo; en realidad, 


efectivamente no está en libertad de hacerlo, dado que se supone que cometió un delito. Entonces, no se 
pueden aplicar los mismos parámetros de libertad que se utilizan para cualquier individuo que ande por la 
calle que para otro que ha sido procesado porque ha habido elementos de convicción suficientes que dicen 
que ese señor ha cometido un delito. Más del 90% de los casos de procesamiento con prisión que en este país 
se hacen en forma muy rápida es porque todas las pruebas están a la vista. Después empieza el proceso 
propiamente dicho, el pre-sumario, el sumario, etcétera. En general, en los casos de hurtos, el culpable está 
reconocido por la víctima, por testigos. Por eso me parece que hablar en términos de libertad en el caso de un 
individuo que está en estas condiciones no corresponde. 


En consecuencia, no hace falta remuneración alguna. En el caso de que ese individuo sea sobreseído tenemos 
que ver qué hacemos con él. 


SEÑORA TOURNÉ.- ¿Y qué hacemos con el sobreseído cuando estuvo preso? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Normalmente, ese individuo hace un juicio al Estado por error en la 
administración de Justicia y lo gana cómodamente. Es fácil hacerlo. 


SEÑOR BAYARDI.- Vamos a empezar por la última de las hipótesis: ¿qué pasa cuando el individuo 
estuvo preso? 


Yo atendí a un paciente en el Hospital Maciel que estuvo preso durante ocho años ¡ocho!; ¡ocho! y en 
realidad era inocente. Su patrón venía a verlo una vez cada tanto, y un día le pregunté por qué lo visitaba, 
porque me parecía demasiada fidelidad. Me contestó que el hombre era inocente, que estaba mal procesado y 
que siempre había creído en él. En ese caso, corresponde reclamar al Estado por todos los daños ocasionados. 


El problema es que hasta ahora la prisión preventiva era una cuestión optativa del Juez. Con la modificación 
que estamos instituyendo, se acabó la prisión preventiva. El Juez puede aplicar una medida o puede decirle 
que vaya para su casa y vuelva la semana próxima. Cambió la dinámica; ya no está optando entre la prisión 
preventiva u otra cosa, sino que se está asignando una medida. En este caso, en mi opinión, ese cambio 
amerita que consideremos el fundamento del Presidente estuvo en esa dirección que si el individuo es 
sobreseído o absuelto hay que pagarle. No entiendo por qué se eliminó lo contenido en el literal F) respecto a 
dónde puede desarrollar trabajo y a que si se da esa situación tengan que retribuírselo. No estoy hablando de 
que tengan que retribuirle si del procesamiento surge que es culpable. En ese caso, el Juez verá si lo mete 
preso para terminar de cumplir la pena o lo que corresponda. Yo no estoy planteando que haya que pagarle en 
esa situación, sino que hay que hacer frente al pago del trabajo comunitario si fue absuelto. Creo que eso 
estaba contemplado en el literal F) anterior, por lo cual no entiendo por qué se eliminó. Comprendo que no 
hubiera existido antes, cuando la medida alternativa podía ser o no optativa; lógicamente, era mejor tener un 
trabajo comunitario que prisión preventiva. En mi opinión, ahí no hubiera correspondido pagarlo, pero en 
este caso, como cambiamos, y el Juez no puede decretar la prisión preventiva salvo que lo funde, como está 
planteado en el artículo 1* del proyecto presentado que sustituye al artículo 2%, creo que hay que mantener el 
texto del literal F) del artículo 3% de la Ley_N* 17.726. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Comparto lo manifestado por el señor Diputado Bayardi. Me parece que 
el inciso que ya estaba en la Ley cumple con lo que se viene planteando. 


Algunas sesiones atrás también pedíamos que se fuera pensando en si no deberíamos ampliar la cantidad de 
horas semanales que se puede disponer para el cumplimiento de estas medidas. El texto original dice que no 
pueden ser más de dos horas por día y no más de doce horas semanales. La redacción propuesta habla de no 
superar las doce horas semanales y se elimina lo relativo a las dos horas por día. Nosotros pedíamos que 
reflexionáramos sobre la posibilidad de ampliar ese margen a veinte horas semanales, de modo de dar la 
oportunidad, tanto al juez como al individuo, de trabajar más horas si así lo puede hacer, si lo desea y lo 
disponen, de manera de cumplir la pena más rápidamente. Es decir, dar la herramienta de facultar la 
realización del trabajo por una mayor cantidad de horas semanales y, por supuesto, se va a hacer como lo 
establece la norma proyectada de común acuerdo con el encausado, de forma tal de dotar de un mayor plazo 
de flexibilidad para el cumplimiento de la pena. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El problema que tiene la opción de veinte horas semanales es que, en los 
hechos, significa cuatro horas por día en un régimen de lunes a viernes. Si el individuo está cumpliendo 
medidas alternativas, va de suyo que no está en prisión y, si no es así y tiene trabajo, se va a 
transformar en una medida imposible. Supongamos que el individuo hace un horario corrido de 9 a 17 
horas y que lo mandan pintar la Escuela Horizonte; podría hacerlo de 18 a 22 horas, pero si el 
individuo hace un horario cortado son muchos los que lo hacen, y termina saliendo a las 18 y 30 o 19 
horas, es muy complicado. 


El criterio de fijar dos horas por día era tratar de conciliar el trabajo asignado para el cumplimiento de la 
medida con su tarea habitual. ¿Cómo se va a distribuir? Eso depende de muchas cosas. Supongamos que si un 
individuo es médico, puede concentrar doce horas en un lugar y, de esa manera, cumplir con la medida. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Entiendo el razonamiento y lo comparto. 


El proyecto presentado está eliminando las dos horas diarias y se remite solamente a las doce horas 
semanales. Yo propongo un cambio en la cantidad de horas semanales. No estoy diciendo que el individuo 
tiene que cumplir veinte horas semanales sino que en la misma redacción que se está proyectando me refiero 
al literal G) de artículo 2* proyectado que modifica el artículo 3” que dice: “[...] Esta medida no podrá superar 
las doce horas semanales y, en lo posible, la distribución de la carga horaria se convendrá con el procesado, 
no pudiendo exceder la duración de la medida los diez meses”, en lugar de “doce horas semanales” diga 
entendemos que pueden ser veinte, dieciséis, o veinticuatro; supongamos que son veinte: “[...] no podrá 
superar las veinte horas semanales [...]”. Creo que con esto facultamos a que, si el individuo es médico como 
señalaba el Presidente, se diga: “Puedo trabajar ocho horas semanales o doce o catorce horas o puedo trabajar 
veinte horas y voy cumpliendo la pena más rápido”. No estamos diciendo que obligatoriamente tiene que 
trabajar veinte horas por semana, sino que le damos la facultad de que se mueva en ese universo y creo que 
ampliamos las posibilidades, tanto para la Justicia como para el individuo. Me parece que es una solución 
que, en casos particulares, puede servir. Quien no pueda, porque tiene que ganarse la vida trabajando ya que 
tiene la suerte de contar con un trabajo, va a decir: “Yo puedo trabajar seis horas semanales”, y lo convendrá 
con el Juez, pero quien puede hacerlo, si tiene la posibilidad, podrá trabajar más e ir cumpliendo la medida 
más rápido. 


SEÑOR BAYARDI.- Comparto que la norma, tal como está redactada en el proyecto presentado, es 
más flexible que la que estaba en el otro que le asignaba dos horas diarias. Si hay flexibilidad, cuántas 
horas trabaja puede acordarse con el encausado. 


Pienso que tendríamos que hacer cierta norma armónica a fin de que el encausado realmente terminara 
trabajando de manera de cumplir con una pena, un poco más de lo que la ley faculta a trabajar, pero que fuera 
viable que pudiera tener alguna otra actividad. La idea es que si el individuo trabaja ocho horas durante seis 
días, fueran cuarenta y ocho horas, y con las otras doce se llegara a sesenta horas, que es el límite máximo de 
horas que se admite como normal. Si la voluntad fuera subir esa cantidad, facultando al Juez a hacerlo, no 
pondría mayores observaciones. Quizás, podría hacerlas en el día de descanso, no sé; estoy pensando en 
cosas que signifiquen una alternativa. 


Tampoco me parece un tema de vida o muerte. Estamos tratando de crear una norma para ver cómo se puede 
realizar. Si el Juez fuera muy severo, quizás le podría adjudicar ocho horas más al individuo. Eso puede no 
alterar demasiado el resto de sus obligaciones en cuanto a trabajar para vivir; depende de la profesión, del 
oficio o de la asignación de la tarea comunitaria. No sé cuál será la voluntad; si hay que aumentarlo, lo 
aumentaría y si hay que dejarlo así, lo dejaría; no creo que sea una cuestión central en este tema. Considero 
que es mejor esta redacción porque plantea la totalidad de horas semanales; si las quiere hacer todas el fin de 
semana porque puede hacerlo, las hace. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la sesión. 


Propongo que la Comisión se reúna nuevamente el miércoles 22 a la hora 10 para continuar con el 
tratamiento de este tema. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


